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Derechos de las personas con discapacidad: innovaciones a nivel internacional e impacto en un sistema de protección social

Soledad Cisternas

Universidad Diego Portales

Se entiende por protección social un mecanismo orientado a crear las condiciones que brinden seguridad a las personas durante toda su vida en términos del ejercicio de sus derechos sociales. Vale decir, disminuyendo los riesgos en materia de educación, de trabajo, de salud, seguridad social y, por ende, promoviendo la igualdad de oportunidades para el progreso de dichas personas. Por lo tanto, los objetivos de un sistema de protección social serán erradicar la pobreza y superar las situaciones de inequidad, desigualdad y discriminación, como también abordar y hacerse cargo de los riesgos de las personas en aspectos como la baja de ingresos, la precariedad de un trabajo, la enfermedad y la cesantía.

Un sistema de protección social tiene ejes medulares que aseguran su buen funcionamiento.
En primer término, una modernización que implica revisión de las prestaciones, de las transferencias de recursos y de los programas, de manera de poder dar una real satisfacción en términos de la seguridad y la garantía al ejercicio de los derechos.
En segundo término, la existencia de un órgano coordinador de los esfuerzos intersectoriales para llegar a crear estas redes de protección social.

En tercer lugar, que el núcleo de estas prestaciones sea no sólo el individuo sino también la familia, haciendo especial énfasis en la pobreza y en los sectores más vulnerables en el ámbito rural.

El funcionamiento de un sistema de protección social obliga al Estado a hacer una redistribución del capital físico, humano y de los recursos fiscales. 

Los informes de Desarrollo Humano y los Objetivos del Milenio de las Naciones Unidas hablan de unos 1.000 millones de personas que en todo el mundo sufren la pobreza y el hambre. Dentro de ese grupo, un importante porcentaje está constituido por personas con discapacidad. En los países en vías de desarrollo las personas con discapacidad suelen ser los más pobres entre los pobres, con dificultades de acceso a la educación y al trabajo y con mayores impedimentos para financiar gastos como el transporte, medicamentos, servicios de apoyo o servicios auxiliares. Por lo tanto, cuando en cada país se examina un Informe de Desarrollo Humano y las medidas para avanzar en el cumplimiento de los Objetivos del Milenio, debe considerarse a este colectivo carenciado y poner a la luz las variables internas que deben observarse para buscar la erradicación de esa pobreza que involucra a muchas personas con discapacidad.

Dentro de las variables internas para el cumplimiento de estos objetivos, en primer lugar se encuentra la promoción y el respeto de los derechos humanos de las personas. Los informes sobre desarrollo humano ponen especial énfasis en la perspectiva de género y que niñas y mujeres puedan hacer valer sus opiniones para incidir en las políticas públicas. El mismo énfasis se puede ampliar hacia las personas con discapacidad y, sin pretender sectorizar la perspectiva de género, también a las mujeres y niñas con discapacidad.

En segundo término está la variable del crecimiento asociado a las inversiones sociales. La sinergia de las inversiones sociales debe orientarse precisamente a superar la pobreza económica de las personas, y también la pobreza no económica que se traduce en un maltrato estructural resultante de que no pueden acceder al transporte, al espacio público y que deben enfrentar barreras en el ámbito de las comunicaciones.

Una tercera variable es la participación social, individual y de los colectivos de las personas con discapacidad, en el diseño de la política pública respectiva, en su ejecución y en su evaluación. La tecnología es otra variable. La masificación de tecnología busca aumentar la producción y los ingresos y disminuir problemas como la enfermedad, la dificultad de acceso a la información, a las comunicaciones, al agua, etc. En este plano debemos hacer presente que la masificación tecnológica debe alcanzar a las personas con discapacidad, no como un lujo sino como una necesidad imperiosa para su desempeño y funcionamiento.

Finalmente está la gobernabilidad. Una gobernabilidad sólida que permita que los recursos se puedan invertir también en estas materias sociales, y una gobernabilidad democrática que otorgue a las personas pobres y marginadas, voz en el diseño, ejecución y evaluación de estas políticas públicas.
Todo esto nos lleva a que un sistema de protección social deberá apuntar necesariamente hacia una pobreza económica y no económica; deberá mirar a sujetos de derechos y no sólo a beneficiarios, y considerar que el objetivo de mejorar la calidad de vida implica asegurar el ejercicio de derechos sociales, civiles y políticos. En este contexto me parece importante destacar que en países desarrollados, particularmente en los de la Unión Europea, un elemento decisivo del sistema de protección social para el acceso al trabajo es la certificación de competencias en el ámbito laboral, que permite a las personas acceder a un trabajo, disminuir los períodos de cesantía y promover la movilidad laboral.

Situados a este nivel del análisis, deberíamos empezar a hablar de inclusión educativa, o de inserción laboral ordinaria o especial. Sin embargo, ¿de qué acceso a educación o al trabajo podemos hablar, de qué certificación de competencias, si las personas con discapacidad no tienen acceso al transporte, no pueden llegar al entorno físico de un colegio, de un lugar de capacitación o de empleo, si enfrentan barreras a la hora de comunicarse porque los códigos de comunicación no son aún accesibles para personas con discapacidad sensoriales? 

Es evidente que el sistema de protección social hoy enfrenta serios desafíos de modernización en términos de revisión de sus prestaciones, de manera tal que sea un sistema profundo en cuanto a posibilitar el ejercicio de los derechos de las personas.

Por otra parte, para que este sistema de protección social sea realmente moderno y sólido es necesario examinar prerrequisitos al ejercicio de los derechos ya enunciados.

Una premisa básica es el fortalecimiento asociativo. Sabemos que colectivos vulnerables tienen pocas posibilidades de hacerse presentes para la exigibilidad en el cumplimiento de sus derechos. Por lo tanto, la alternativa de agrupación es decisiva para que esto ocurra. Que el Estado no facilite el fortalecimiento asociativo implica dejar en forma precaria el derecho individual de asociación. Lo que planteo tiene su respaldo en las normas uniformes de Naciones Unidas para la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, que hablan de los aspectos de representación a nivel nacional, a nivel local, pero también a nivel regional e internacional, incidiendo en la construcción de políticas públicas. Pero las normas uniformes no se quedan ahí, sino que también imperan a los Estados a otorgar apoyo económico para este fortalecimiento asociativo.

En el mismo sentido se pronuncia la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. Este instrumento, ratificado por Chile en 2001, nos habla también de este fortalecimiento de las organizaciones y de su necesaria incidencia en las políticas públicas. Aún más: la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de Naciones Unidas transita más allá y nos habla de la participación política y pública de las personas con discapacidad.
Hay también dos derechos nuevos que son prerrequisitos para el ejercicio de los derechos sociales a los cuales se refiere a un sistema de protección social.

Por un lado, la accesibilidad, entendida como la condición que deben cumplir entornos, espacios, comunicaciones, productos, para que sean utilizados de forma autónoma, segura y confortable por todas las personas. Hay sustento normativo en las Convenciones antes señaladas para que exista esta accesibilidad en todos los ámbitos, no sólo la eliminación de barreras sino el diseño universal respectivo.
Un segundo nuevo derecho es la rehabilitación, que se desprendió históricamente del derecho madre a la salud, como un derecho independiente. Así se presenta en los informes de Naciones Unidas y en la Convención interamericana de la OEA. En la Convención de Naciones Unidas se expresan ambos derechos en dos artículos independientes, uno de los cuales se refiere a rehabilitación, que puede ser en el ámbito de la salud, pero también en el de la educación, del trabajo y de la seguridad social. 

Por lo tanto, hoy día las innovaciones y los cambios de paradigma a nivel internacional nos ponen frente a la consagración de derechos nuevos, que debemos hacer efectivos y viables en nuestras realidades nacionales. Sin el reconocimiento de estos derechos nuevos no habrá un verdadero sistema de protección social profundo y sólido, que llegue a todas las personas y, por lo mismo, a aquellas con discapacidad. Dicho en términos positivos, un sistema de protección social realmente modernizado, tratándose de personas con discapacidad, lo será en la medida en que cumpla estos prerrequisitos, teniendo clara convicción en cuanto a la implementación de estos derechos nuevos: accesibilidad y rehabilitación, que influirán en el mejoramiento de la calidad de vida de las personas con discapacidad en términos de superar la pobreza económica y no económica.

Una premisa básica es el fortalecimiento asociativo. Sabemos que colectivos vulnerables tienen pocas posibilidades de hacerse presentes para la exigibilidad en el cumplimiento de sus derechos. Por lo tanto, la alternativa de agrupación es decisiva para que esto ocurra. Que el Estado no facilite el fortalecimiento asociativo implica dejar en forma precaria el derecho individual de asociación.
“Un sistema de protección social verdadero, profundo, moderno, debe considerar las necesidades de rehabilitación como una de esas prestaciones que son necesarias para que el individuo pueda ejercer el resto de sus derechos. En Chile, si sólo un 6% de las personas con discapacidad accede a rehabilitación quiere decir que algo está fallando. Accesibilidad y rehabilitación son derechos nuevos y previos que permiten ejercer los restantes derechos. En la medida en que el 70% de los edificios públicos que hay en Chile no cumplen con la accesibilidad para los discapacitados, significa que tenemos un problema estructural del cual debiera hacerse cargo un real sistema de protección social, cuyo objetivo es dar, precisamente, seguridad y garantía en el ejercicio de derechos como educación y trabajo y salud. Un sistema de protección social debe revisar lo que significa un programa de rehabilitación en nuestro país, con los precarios índices de personas que acceden a la rehabilitación. En caso contrario, una persona que no tiene esa habilitación o rehabilitación, difícilmente, va a poder acceder a educación, a trabajo, a salud. Es lo básico, lo previo.”
